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LEY 1564 DE 2012

por medio de la cual se expide el Código General del Proceso
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República,

DECRETA:

Título preliminar

DISPOSICIONES GENERALES

Art. 1º.—Objeto. Este código regula la actividad procesal 
en los asuntos civiles, comerciales, de familia y agrarios. 
Se aplica, además, a todos los asuntos de cualquier juris-
dicción o especialidad y a las actuaciones de particulares 
y autoridades administrativas, cuando ejerzan funciones 
jurisdiccionales, en cuanto no estén regulados expresa-
mente en otras leyes.

Art. 2º.—Acceso a la justicia. Toda persona o grupo de 
personas tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 
para el ejercicio de sus derechos y la defensa de sus inte- 
reses, con sujeción a un debido proceso de duración ra- 
zonable. Los términos procesales se observarán con dili-
gencia y su incumplimiento injustificado será sancionado 
[Const. Pol., arts. 2º, 31, 85].
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Art. 3º.—Proceso oral y por audiencias. Las actuaciones 
se cumplirán en forma oral, pública y en audiencias, salvo 
las que expresamente se autorice realizar por escrito o 
estén amparadas por reserva.

Art. 4º.—Igualdad de las partes. El juez debe hacer uso 
de los poderes que este código le otorga para lograr la 
igualdad real de las partes [Const. Pol., art. 13].

Art. 5º.—Concentración. El juez deberá programar las 
audiencias y diligencias de manera que el objeto de cada 
una de ellas se cumpla sin solución de continuidad. No 
podrá aplazar una audiencia o diligencia, ni suspenderla, 
salvo por las razones que expresamente autoriza este có- 
digo.

Art. 6º.—Inmediación. El juez deberá practicar perso-
nalmente todas las pruebas y las demás actuaciones judi-
ciales que le correspondan. Solo podrá comisionar para 
la realización de actos procesales cuando expresamente 
este código se lo autorice.

Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido respecto 
de las pruebas extraprocesales, las pruebas trasladadas 
y demás excepciones previstas en la ley.

Art. 7º.—Legalidad. Los jueces, en sus providencias, 
están sometidos al imperio de la ley. Deberán tener en 
cuenta, además, la equidad, la costumbre, la jurispruden-
cia y la doctrina.

Cuando el juez se aparte de la doctrina probable, estará 
obligado a exponer clara y razonadamente los funda-
mentos jurídicos que justifican su decisión. De la misma 

Art. 3º
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manera procederá cuando cambie de criterio en relación 
con sus decisiones en casos análogos [art. 43 num. 7]. 
[Exequible. Corte Const., sent. C-621 de 2015].

El proceso deberá adelantarse en la forma establecida 
en la ley.

Art. 8º.—Iniciación e impulso de los procesos. Los pro- 
cesos solo podrán iniciarse a petición de parte, salvo los 
que la ley autoriza promover de oficio.

Con excepción de los casos expresamente señalados 
en la ley, los jueces deben adelantar los procesos por sí 
mismos y son responsables de cualquier demora que 
ocurra en ellos si es ocasionada por negligencia suya 
[art. 6º].

Art. 9º.—Instancias. Los procesos tendrán dos instancias 
a menos que la ley establezca una sola.

Art. 10.—Gratuidad. El servicio de justicia que presta 
el Estado será gratuito, sin perjuicio del arancel judicial 
[leyes 1394 de 2010 y 1653 de 2013] y de las costas pro- 
cesales.

Art. 11.—Interpretación de las normas procesales. Al in- 
terpretar la ley procesal el juez deberá tener en cuenta 
que el objeto de los procedimientos es la efectividad de 
los derechos reconocidos por la ley sustancial. Las du- 
das que surjan en la interpretación de las normas del pre- 
sente código deberán aclararse mediante la aplicación de 
los principios constitucionales y generales del derecho 
procesal garantizando en todo caso el debido proceso, el 
derecho de defensa, la igualdad de las partes y los demás 

Art. 11
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derechos constitucionales fundamentales. El juez se abs-
tendrá de exigir y de cumplir formalidades innecesarias.

Art. 12.—Vacíos y deficiencias del código. Cualquier 
vacío en las disposiciones del presente código se llenará 
con las normas que regulen casos análogos. A falta de 
estas, el juez determinará la forma de realizar los actos 
procesales con observancia de los principios constitucio-
nales y los generales del derecho procesal, procurando 
hacer efectivo el derecho sustancial [Const. Pol., art. 228].

Art. 13.—Observancia de normas procesales. Las nor-
mas procesales son de orden público y, por consiguiente, 
de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser 
derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios 
o particulares, salvo autorización expresa de la ley.

Las estipulaciones de las partes que establezcan el ago-
tamiento de requisitos de procedibilidad para acceder a  
cualquier operador de justicia no son de obligatoria obser- 
vancia. El acceso a la justicia sin haberse agotado dichos 
requisitos convencionales, no constituirá incumpli-
miento del negocio jurídico en donde ellas se hubiesen 
establecido, ni impedirá al operador de justicia tramitar 
la correspondiente demanda. [Exequible. Corte Const., 
sent. C-602 de 2019].

Las estipulaciones de las partes que contradigan lo dis- 
puesto en este artículo se tendrán por no escritas.

Art. 14.—Debido proceso. El debido proceso se aplicará 
a todas las actuaciones previstas en este código. Es nula 
de pleno derecho la prueba obtenida con violación del 
debido proceso [Const. Pol., art. 29].

Art. 12



Libro primero

SUJETOS DEL PROCESO

Sección primera

ÓRGANOS JUDICIALES Y SUS AUXILIARES

Título I

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA

Capítulo I

COMPETENCIA

Art. 15.—Cláusula general o residual de competencia. 
Corresponde a la jurisdicción ordinaria, el conocimiento 
de todo asunto que no esté atribuido expresamente por la 
ley a otra jurisdicción.

Corresponde a la jurisdicción ordinaria en su especiali-
dad civil, el conocimiento de todo asunto que no esté atri- 
buido expresamente por la ley a otra especialidad juris-
diccional ordinaria.
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Corresponde a los jueces civiles del circuito todo asun- 
to que no esté atribuido expresamente por la ley a otro 
juez civil.

Art. 16.—Prorrogabilidad e improrrogabilidad de la ju- 
risdicción y la competencia. La jurisdicción y la compe-
tencia por los factores subjetivo y funcional son improrro- 
gables. Cuando se declare, de oficio o a petición de parte, 
la falta de jurisdicción o la falta de competencia por los 
factores subjetivo o funcional, lo actuado conservará vali-
dez, salvo la sentencia que se hubiere proferido que será 
nula, y el proceso se enviará de inmediato al juez com-
petente. Lo actuado con posterioridad a la declaratoria de 
falta de jurisdicción o de competencia será nulo. 

La falta de competencia por factores distintos del sub-
jetivo o funcional es prorrogable cuando no se reclame en 
tiempo, y el juez seguirá conociendo del proceso. Cuando 
se alegue oportunamente lo actuado conservará validez 
y el proceso se remitirá al juez competente. [Exequible. 
Corte Const., sent. C-537 de 2016]. 

Art. 17.—Competencia de los jueces civiles municipales 
en única instancia. Los jueces civiles municipales cono-
cen en única instancia:

1. De los procesos contenciosos de mínima cuantía, in- 
cluso los originados en relaciones de naturaleza agraria, 
salvo los que correspondan a la jurisdicción contencioso 
administrativa [ley 1437 de 2011].

También conocerán de los procesos contenciosos de 
mínima cuantía por responsabilidad médica, de cualquier 
naturaleza y origen, sin consideración a las partes, salvo 
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los que correspondan a la jurisdicción contencioso ad-
ministrativa.

2. De los procesos de sucesión de mínima cuantía, 
sin perjuicio de la competencia atribuida por la ley a los 
notarios.

3. De la celebración del matrimonio civil, sin perjuicio 
de la competencia atribuida a los notarios [art. 617].

4. De los conflictos que se presenten entre los co-
propietarios o tenedores del edificio o conjunto o entre 
ellos y el administrador, el consejo de administración, o 
cualquier otro órgano de dirección o control de la persona 
jurídica, en razón de la aplicación o de la interpretación 
de la ley y del reglamento de propiedad horizontal [ley 
675 de 2001].

5. De los casos que contemplan los artículos 913, 914, 
916, 918, 931, 940 primer inciso, 1231, 1469 y 2026 del 
Código de Comercio.

6. De los asuntos atribuidos al juez de familia en única 
instancia, cuando en el municipio no haya juez de familia 
o promiscuo de familia.

7. De todos los requerimientos y diligencias varias, sin 
consideración a la calidad de las personas interesadas.

8. De los que conforme a disposición especial deba re- 
solver el juez con conocimiento de causa, o breve y su-
mariamente, o a su prudente juicio, o a manera de árbitro.

9. De las controversias que se susciten en los procedi-
mientos de insolvencia de personas naturales no comer-
ciantes y de su liquidación patrimonial, sin perjuicio de 
las funciones jurisdiccionales otorgadas a las autoridades 
administrativas.

10. Los demás que les atribuya la ley.
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Parágrafo.—Cuando en el lugar exista juez municipal 
de pequeñas causas y competencia múltiple, correspon-
derán a este los asuntos consagrados en los numerales 
1, 2 y 3.

Art. 18.—Competencia de los jueces civiles municipales 
en primera instancia. Los jueces civiles municipales 
conocen en primera instancia:

1. [Corregido. Decr. 1736 de 2012, art. 1º]. De los pro- 
cesos contenciosos de menor cuantía, incluso los origina-
dos en relaciones de naturaleza agraria o de responsabili-
dad médica, salvo los que correspondan a la jurisdicción 
contencioso administrativa.

También conocerán de los procesos contenciosos de 
menor cuantía por responsabilidad médica, de cualquier 
naturaleza y origen, sin consideración a las partes, salvo 
los que correspondan a la jurisdicción contencioso ad-
ministrativa.

2. De los posesorios especiales que regula el Código 
Civil [C. C., arts. 986 a 1007].

3. De los procesos especiales para el saneamiento de 
la titulación de la propiedad inmueble de que trata la ley 
1182 de 2008, o la que la modifique o sustituya.

4. De los procesos de sucesión de menor cuantía, sin 
perjuicio de la competencia atribuida por la ley a los no- 
tarios.

5. De las diligencias de apertura y publicación de testa-
mento cerrado, o del otorgado ante cinco (5) testigos, y de 
la reducción a escrito de testamento verbal, sin perjuicio 
de la competencia atribuida por la ley a los notarios.
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6. De la corrección, sustitución o adición de partidas 
de estado civil o de nombre o anotación del seudónimo 
en actas o folios del registro de aquel, sin perjuicio de la 
competencia atribuida por la ley a los notarios.

7. A prevención con los jueces civiles del circuito, de 
las peticiones sobre pruebas extraprocesales, sin consi-
deración a la calidad de las personas interesadas, ni a la 
autoridad donde se hayan de aducir.

Art. 19.—Competencia de los jueces civiles del circuito 
en única instancia. Los jueces civiles del circuito conocen 
en única instancia:

1. De los procesos relativos a propiedad intelectual 
previstos en leyes especiales como de única instancia.

2. De los trámites de insolvencia no atribuidos a la Su- 
perintendencia de Sociedades y, a prevención con esta, 
de los procesos de insolvencia de personas naturales co- 
merciantes.

3. De la actuación para el nombramiento de árbitros, 
cuando su designación no pudo hacerse de común acuerdo 
por los interesados y no la hayan delegado a un tercero.

Art. 20.—Competencia de los jueces civiles del circui-
to en primera instancia. Los jueces civiles del circuito 
conocen en primera instancia de los siguientes asuntos:

1. [Corregido. Decr. 1736 de 2012, art. 2º]. De los con- 
tenciosos de mayor cuantía, incluso los originados en 
relaciones de naturaleza agraria y responsabilidad médi- 
ca salvo los que le correspondan a la jurisdicción conten- 
cioso administrativa.
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También conocerán de los procesos contenciosos de 
mayor cuantía por responsabilidad médica, de cualquier 
naturaleza y origen, sin consideración a las partes, salvo 
los que correspondan a la jurisdicción contencioso ad-
ministrativa.

2. De los relativos a propiedad intelectual que no estén 
atribuidos a la jurisdicción contencioso administrativa, 
sin perjuicio de las funciones jurisdiccionales que este 
código atribuye a las autoridades administrativas.

3. De los de competencia desleal, sin perjuicio de las 
funciones jurisdiccionales atribuidas a las autoridades 
administrativas.

4. De todas las controversias que surjan con ocasión 
del contrato de sociedad, o por la aplicación de las nor- 
mas que gobiernan las demás personas jurídicas de de-
recho privado, así como de los de nulidad, disolución y 
liquidación de tales personas, salvo norma en contrario 
[C. de Co., arts. 104, 105, 162, 225].

5. De los de expropiación.
6. De los atribuidos a los jueces de familia en primera 

instancia, cuando en el circuito no exista juez de familia 
o promiscuo de familia.

7. De las acciones populares y de grupo no atribuidas 
a la jurisdicción de lo contencioso administrativo [C. C., 
arts. 1005, 2359].

8. De la impugnación de actos de asambleas, juntas di- 
rectivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano direc- 
tivo de personas jurídicas sometidas al derecho privado, 
sin perjuicio de la competencia atribuida a las autoridades 
administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales 
[C. de Co., arts. 189, 431].
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9. [Corregido. Decr. 1736 de 2012, art. 3º. Nulo. C. 
de E., sent. 20, IX, 2018]. De los procesos relacionados 
con el ejercicio de los derechos del consumidor.

10. A prevención con los jueces civiles municipales, 
de las peticiones sobre pruebas extraprocesales, sin con-
sideración a la calidad de las personas interesadas, ni a 
la autoridad donde se hayan de aducir.

11. De los demás procesos o asuntos que no estén atri- 
buidos a otro juez.

Art. 21.—Competencia de los jueces de familia en única 
instancia. Los jueces de familia conocen en única ins-
tancia de los siguientes asuntos:

1. De la protección del nombre de personas naturales.
2. De la suspensión y restablecimiento de la vida en 

común de los cónyuges y la separación de cuerpos y de 
bienes por mutuo acuerdo, sin perjuicio de la competencia 
atribuida a los notarios.

3. De la custodia, cuidado personal y visitas de los ni-
ños, niñas y adolescentes, sin perjuicio de la competencia 
atribuida a los notarios.

4. De la autorización para cancelar el patrimonio de fa- 
milia inembargable, sin perjuicio de la competencia atri- 
buida a los notarios.

5. De la citación judicial para el reconocimiento de hijo 
extramatrimonial, prevista en la ley.

6. De los permisos a menores de edad para salir del país, 
cuando haya desacuerdo al respecto entre sus represen-
tantes legales o entre estos y quienes detenten la custodia 
y cuidado personal.
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7. De la fijación, aumento, disminución y exoneración 
de alimentos, de la oferta y ejecución de los mismos y de 
la restitución de pensiones alimentarias.

8. De las medidas de protección de la infancia en los ca-
sos de violencia intrafamiliar, cuando en el lugar no exis- 
ta comisario de familia, y de los procedimientos judiciales 
para el restablecimiento de derechos de niños, niñas y 
adolescentes.

9. De las controversias que se susciten entre padres o 
cónyuges, o entre aquellos y sus hijos menores, respecto al 
ejercicio de la patria potestad y los litigios de igual natu- 
raleza en los que el defensor de familia actúa en repre-
sentación de los hijos.

10. De las diferencias que surjan entre los cónyuges 
sobre fijación y dirección del hogar, derecho a ser recibido 
en este y obligación de vivir juntos.

11. De la revisión de la declaratoria de adoptabilidad.
12. De la constitución, modificación o levantamiento 

de la afectación a vivienda familiar, sin perjuicio de la 
competencia atribuida a los notarios.

13. De la licencia para disponer o gravar bienes, en 
los casos previstos por la ley.

14. De los asuntos de familia en que por disposición 
legal sea necesaria la intervención del juez o este deba 
resolver con conocimiento de causa, o breve y sumaria-
mente, o con prudente juicio o a manera de árbitro.

15. Del divorcio de común acuerdo, sin perjuicio de 
la competencia atribuida a los notarios.

16. De los conflictos de competencia en asuntos de fa- 
milia que se susciten entre defensores de familia, comi-
sarios de familia, notarios e inspectores de policía.

Art. 21
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17. De la protección legal de las personas con disca-
pacidad mental, sin perjuicio de la competencia atribuida 
por la ley a los notarios.

18. Homologación de decisiones proferidas por otras 
autoridades en asuntos de familia, en los casos previstos 
en la ley.

19. La revisión de las decisiones administrativas pro-
feridas por el defensor de familia, el comisario de familia 
y el inspector de policía en los casos previstos en la ley.

20. Resolver sobre el restablecimiento de derechos de 
la infancia cuando el defensor de familia o el comisario 
de familia hubiere perdido competencia.

21. [Adicionado. Ley 2388 de 2024, art. 5º]. De la 
declaración como hijo(a) de crianza así como el recono-
cimiento como padre o madre de crianza.

Art. 22.—Competencia de los jueces de familia en prime-
ra instancia. Los jueces de familia conocen, en primera 
instancia, de los siguientes asuntos:

1. De los procesos contenciosos de nulidad, divorcio 
de matrimonio civil, cesación de efectos civiles del ma-
trimonio religioso y separación de cuerpos y de bienes.

2. De la investigación e impugnación de la paternidad 
y maternidad y de los demás asuntos referentes al estado 
civil que lo modifiquen o alteren.

3. De la liquidación de sociedades conyugales o pa- 
trimoniales por causa distinta de la muerte de los cónyu- 
ges, o cuando la disolución haya sido declarada ante nota- 
rio, o por juez diferente al de familia, sin perjuicio de la 
competencia atribuida por la ley a los notarios.

Art. 22
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4. De la pérdida, suspensión y rehabilitación de la patria 
potestad y de la administración de los bienes de los hijos 
[C. C., arts. 295 a 308, 310, 311].

5. [Derogado. Ley 1996 de 2019, art. 61].
6. [Derogado. Ley 1996 de 2019, art. 61].
7. [Modificado. Ley 1996 de 2019, art. 35]. De la ad- 

judicación, modificación y terminación de apoyos adju-
dicados judicialmente.

8. De la adopción.
9. De los procesos de sucesión de mayor cuantía, sin 

perjuicio de la competencia atribuida por la ley a los 
notarios.

10. De la nulidad, reforma y validez del testamento.
11. De la indignidad o incapacidad para suceder y del 

desheredamiento.
12. De la petición de herencia [C. C., arts. 1321 a 

1326].
13. De las controversias sobre derechos a la sucesión 

por testamento o abintestato o por incapacidad de los 
asignatarios.

14. De las acciones relativas a la caducidad, a la inexis-
tencia o a la nulidad de las capitulaciones matrimoniales 
[C. C., arts. 1771, 1772, 1779, 1780].

15. De la revocación de la donación por causa del ma- 
trimonio.

16. Del litigio sobre propiedad de bienes, cuando se 
discuta si estos son propios del cónyuge o del compañero 
o compañera permanente o si pertenecen a la sociedad 
conyugal o patrimonial.

Art. 22
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17. De las controversias sobre la subrogación de bie- 
nes o las compensaciones respecto del cónyuge o del com- 
pañero o compañera permanente y a cargo de la sociedad 
conyugal o patrimonial o a favor de estas o a cargo de 
aquellos en caso de disolución y liquidación de la sociedad 
conyugal o patrimonial.

18. De la reivindicación por el heredero sobre cosas 
hereditarias o por el cónyuge o compañero permanente 
sobre bienes sociales.

19. De la rescisión de la partición por lesión o nulidad 
en las sucesiones por causa de muerte y la liquidación de 
sociedades conyugales o patrimoniales entre compañeros 
permanentes.

20. De los procesos sobre declaración de existencia de 
unión marital de hecho y de la sociedad patrimonial entre 
compañeros permanentes, sin perjuicio de la competencia 
atribuida a los notarios.

21. De la declaración de ausencia y de la declaración 
de muerte por desaparecimiento, sin perjuicio de la com-
petencia atribuida a los notarios.

22. De la sanción prevista en el artículo 1824 del Có- 
digo Civil.

23. De la restitución internacional de niños, niñas y ado- 
lescentes y de la restitución de menores en el país.

Art. 23.—Fuero de atracción. Cuando la sucesión que se 
esté tramitando sea de mayor cuantía, el juez que conozca 
de ella y sin necesidad de reparto, será competente para 
conocer de todos los juicios que versen sobre nulidad y 
validez del testamento, reforma del testamento, deshere-
damiento, indignidad o incapacidad para suceder, petición 

Art. 23
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de herencia, reivindicación por el heredero sobre cosas 
hereditarias, controversias sobre derechos a la sucesión 
por testamento o abintestato o por incapacidad de los asig-
natarios, lo mismo que de los procesos sobre el régimen 
económico del matrimonio y la sociedad patrimonial entre 
compañeros permanentes, relativos a la rescisión de la par- 
tición por lesión y nulidad de la misma, las acciones que 
resulten de la caducidad, inexistencia o nulidad de las ca-
pitulaciones matrimoniales, la revocación de la donación 
por causa del matrimonio, el litigio sobre la propiedad de 
bienes, cuando se disputa si estos son propios o de la so- 
ciedad conyugal, y las controversias sobre subrogación de 
bienes o las compensaciones respecto de los cónyuges y 
a cargo de la sociedad conyugal o a favor de esta o a car- 
go de aquellos en caso de disolución y liquidación de la 
sociedad conyugal o sociedad patrimonial entre compa-
ñeros permanentes.

La solicitud y práctica de medidas cautelares extra- 
procesales que autorice la ley corresponde al juez que 
fuere competente para tramitar el proceso al que están 
destinadas. La demanda podrá presentarse ante el mismo  
juez que decretó y practicó la medida cautelar, caso en 
el cual no será sometida a reparto. Las autoridades ad-
ministrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales 
también podrán decretar y practicar las medidas cautela- 
res extraprocesales autorizadas por la ley [arts. 590, 591, 
592, 603].

Salvo norma en contrario, dentro de los veinte (20) días 
siguientes a la práctica de la medida cautelar, el solicitante 
deberá presentar la demanda correspondiente, so pena de 
ser levantada inmediatamente. En todo caso el afectado 
conserva el derecho a reclamar, por medio de incidente, 
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la liquidación de los perjuicios que se hayan causado. La  
liquidación de perjuicios se sujetará a lo previsto en el 
artículo 283.

Art. 24.—Ejercicio de funciones jurisdiccionales por 
autoridades administrativas. Las autoridades adminis-
trativas a que se refiere este artículo ejercerán funciones 
jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas:

1. La Superintendencia de Industria y Comercio en 
los procesos que versen sobre:

a) Violación a los derechos de los consumidores esta-
blecidos en el Estatuto del Consumidor.

b) Violación a las normas relativas a la competencia des- 
leal [art. 20 num. 3].

2. La Superintendencia Financiera de Colombia cono-
cerá de las controversias que surjan entre los consumi-
dores financieros y las entidades vigiladas relacionadas 
exclusivamente con la ejecución y el cumplimiento de las 
obligaciones contractuales que asuman con ocasión de la 
actividad financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra 
relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión 
de los recursos captados del público.

3. Las autoridades nacionales competentes en materia 
de propiedad intelectual [art. 20 num. 2].

a) La Superintendencia de Industria y Comercio en los 
procesos de infracción de derechos de propiedad indus-
trial.

b) [Exequible condicionalmente. Corte Const., sent. 
C-436 de 2013]. La Dirección Nacional de Derechos de 
Autor en los procesos relacionados con los derechos de 
autor y conexos.  
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c) El Instituto Colombiano Agropecuario en los pro- 
cesos por infracción a los derechos de obtentor de varie-
dades vegetales.

4. [Inexequible parcialmente. Corte Const., sent. C-156 
de 2013]. También podrá asesorar y ejercer la repre-
sentación judicial de las personas que inicien procesos 
judiciales de declaración de pertenencia con miras al sa- 
neamiento de sus propiedades.

5. La Superintendencia de Sociedades tendrá facultades 
jurisdiccionales en materia societaria, referidas a:

a) Las controversias relacionadas con el cumplimien- 
to de los acuerdos de accionistas y la ejecución específi- 
ca de las obligaciones pactadas en los acuerdos.

b) [Inexequible parcialmente. Corte Const., sent. C-318  
de 2023]. Las diferencias que ocurran entre los accionis-
tas, o entre estos y la sociedad o entre estos y sus admi- 
nistradores, en desarrollo del contrato social o del acto 
unilateral.

c) La impugnación de actos de asambleas, juntas direc- 
tivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano directi-
vo de personas sometidas a su supervisión. Con todo, la 
acción indemnizatoria a que haya lugar por los posibles 
perjuicios que se deriven del acto o decisión que se de-
claren nulos será competencia exclusiva del juez.

d) La declaratoria de nulidad de los actos defraudato-
rios y la desestimación de la personalidad jurídica de las 
sociedades sometidas a su supervisión, cuando se utilice la 
sociedad en fraude a la ley o en perjuicio de terceros[.  L]os 
accionistas y los administradores que hubieren reali-
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zado, participado o facilitado los actos defraudatorios, 
responderán solidariamente por las obligaciones nacidas 
de tales actos y por los perjuicios causados. Así mismo, 
conocerá de la acción indemnizatoria a que haya lugar 
por los posibles perjuicios que se deriven de los actos de- 
fraudatorios.

e) La declaratoria de nulidad absoluta de la determi-
nación adoptada en abuso del derecho por ilicitud del ob- 
jeto y la de indemnización de perjuicios, en los casos de 
abuso de mayoría, como en los de minoría y de paridad, 
cuando los accionistas no ejerzan su derecho a voto en 
interés de la compañía con el propósito de causar daño a la 
compañía o a otros accionistas o de obtener para sí o para 
un tercero ventaja injustificada, así como aquel voto del 
que pueda resultar un perjuicio para la compañía o para 
los otros accionistas.

Parágrafo 1º.—Las funciones jurisdiccionales a que se 
refiere este artículo, generan competencia a prevención 
y, por ende, no excluyen la competencia otorgada por la 
ley a las autoridades judiciales y a las autoridades admi-
nistrativas en estos determinados asuntos.

Cuando las autoridades administrativas ejercen funcio- 
nes jurisdiccionales, el principio de inmediación se cum-
ple con la realización del acto por parte de los funcionarios 
que, de acuerdo con la estructura interna de la entidad, 
estén habilitados para ello, su delegado o comisionado.

Parágrafo 2º.—Las autoridades administrativas que 
a la fecha de promulgación de esta ley no se encuentren 
ejerciendo funciones jurisdiccionales en las materias pre-
cisas que aquí se les atribuyen, administrarán justicia bajo 
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el principio de gradualidad de la oferta. De acuerdo con 
lo anterior, estas autoridades informarán las condiciones 
y la fecha a partir de la cual ejercerán dichas funciones 
jurisdiccionales.

Parágrafo 3º.—Las autoridades administrativas trami-
tarán los procesos a través de las mismas vías procesales 
previstas en la ley para los jueces.

Las providencias que profieran las autoridades ad-
ministrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales 
no son impugnables ante la jurisdicción contencioso ad- 
ministrativa.

Las apelaciones de providencias proferidas por las 
autoridades administrativas en primera instancia en ejer-
cicio de funciones jurisdiccionales se resolverán por la 
autoridad judicial superior funcional del juez que hubiese 
sido competente en caso de haberse tramitado la primera 
instancia ante un juez y la providencia fuere apelable.

Cuando la competencia la hubiese podido ejercer el 
juez en única instancia, los asuntos atribuidos a las auto-
ridades administrativas se tramitarán en única instancia.

Parágrafo 4º.—Las partes podrán concurrir directa-
mente a los procesos que se tramitan ante autoridades 
administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales 
sin necesidad de abogado, solamente en aquellos casos 
en que de haberse tramitado el asunto ante los jueces, 
tampoco hubiese sido necesaria la concurrencia a través 
de abogado.

Parágrafo 5º.—Las decisiones adoptadas en los pro-
cesos concursales y de reorganización, de liquidación y 
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de validación de acuerdos extrajudiciales de reorganiza-
ción, serán de única instancia, y seguirán los términos 
de duración previstos en el respectivo procedimiento.

Parágrafo 6º.—Las competencias que enuncia este ar- 
tículo no excluyen las otorgadas por otras leyes especiales 
por la naturaleza del asunto.

6. [Adicionado. Ley 1676 de 2013, art. 91]. La Super-
intendencia de Sociedades tendrá facultades jurisdiccio-
nales en materia de garantías mobiliarias.

Art. 25.—Cuantía. Cuando la competencia se determine 
por la cuantía, los procesos son de mayor, de menor y de 
mínima cuantía.

Son de mínima cuantía cuando versen sobre pretensio-
nes patrimoniales que no excedan el equivalente a cua- 
renta salarios mínimos legales mensuales vigentes (40 
smlmv).

Son de menor cuantía cuando versen sobre pretensio-
nes patrimoniales que excedan el equivalente a cuarenta 
salarios mínimos legales mensuales vigentes (40 smlmv) 
sin exceder el equivalente a ciento cincuenta salarios mí- 
nimos legales mensuales vigentes (150 smlmv).

Son de mayor cuantía cuando versen sobre pretensio-
nes patrimoniales que excedan el equivalente a ciento 
cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(150 smlmv).

El salario mínimo legal mensual a que se refiere este ar- 
tículo, será el vigente al momento de la presentación de 
la demanda.
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Cuando se reclame la indemnización de daños extra-
patrimoniales se tendrán en cuenta, solo para efectos de 
determinar la competencia por razón de la cuantía, los 
parámetros jurisprudenciales máximos al momento de la 
presentación de la demanda.

Parágrafo.—[Inexequible. Corte Const., sent. C-507 
de 2014].

Art. 26.—Determinación de la cuantía. La cuantía se de- 
terminará así:

1. Por el valor de todas las pretensiones al tiempo de la 
demanda, sin tomar en cuenta los frutos, intereses, mul- 
tas o perjuicios reclamados como accesorios que se causen 
con posterioridad a su presentación.

2. En los procesos de deslinde y amojonamiento, por 
el avalúo catastral del inmueble en poder del demandante.

3. En los procesos de pertenencia, los de saneamiento 
de la titulación y los demás que versen sobre el dominio 
o la posesión de bienes, por el avalúo catastral de estos.

4. En los procesos divisorios que versen sobre bienes 
inmuebles por el valor del avalúo catastral y cuando 
versen sobre bienes muebles por el valor de los bienes ob- 
jeto de la partición o venta.

5. En los procesos de sucesión, por el valor de los bie- 
nes relictos, que en el caso de los inmuebles será el ava- 
lúo catastral.

6. En los procesos de tenencia por arrendamiento, por 
el valor actual de la renta durante el término pactado ini- 
cialmente en el contrato, y si fuere a plazo indefinido por 
el valor de la renta de los doce (12) meses anteriores a la 
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presentación de la demanda. Cuando la renta deba pa-
garse con los frutos naturales del bien arrendado, por el 
valor de aquellos en los últimos doce (12) meses. En los 
demás procesos de tenencia la cuantía se determinará por 
el valor de los bienes, que en el caso de los inmuebles 
será el avalúo catastral.

7. En los procesos de servidumbres, por el avalúo ca- 
tastral del predio sirviente.

Art. 27.—Conservación y alteración de la competencia. 
La competencia no variará por la intervención sobrevi-
niente de personas que tengan fuero especial o porque 
dejaren de ser parte en el proceso, salvo cuando se trate de 
un Estado extranjero o un agente diplomático acreditado 
ante el gobierno de la República frente a los cuales la Sala 
Civil de la Corte Suprema de Justicia tenga competencia.

La competencia por razón de la cuantía podrá modifi-
carse solo en los procesos contenciosos que se tramitan 
ante juez municipal, por causa de reforma de demanda, 
demanda de reconvención o acumulación de procesos o 
de demandas.

Cuando se altere la competencia con arreglo a lo dis- 
puesto en este artículo, lo actuado hasta entonces conser-
vará su validez y el juez lo remitirá a quien resulte compe- 
tente.

Se alterará la competencia cuando la Sala Administra-
tiva del Consejo Superior de la Judicatura haya dispuesto 
que una vez en firme la sentencia deban remitirse los ex-
pedientes a las oficinas de apoyo u oficinas de ejecución 
de sentencias declarativas o ejecutivas. En este evento 
los funcionarios y empleados judiciales adscritos a di-
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chas oficinas ejercerán las actuaciones jurisdiccionales y 
administrativas que sean necesarias para seguir adelante 
la ejecución ordenada en la sentencia.

Art. 28.—Competencia territorial. La competencia terri- 
torial se sujeta a las siguientes reglas:

1. En los procesos contenciosos, salvo disposición le- 
gal en contrario, es competente el juez del domicilio del 
demandado. Si son varios los demandados o el deman-
dado tiene varios domicilios, el de cualquiera de ellos a 
elección del demandante. Cuando el demandado carezca 
de domicilio en el país, será competente el juez de su 
residencia. Cuando tampoco tenga residencia en el país o 
esta se desconozca, será competente el juez del domicilio 
o de la residencia del demandante.

2. En los procesos de alimentos, nulidad de matrimonio 
civil y divorcio, cesación de efectos civiles, separación de 
cuerpos y de bienes, declaración de existencia de unión 
marital de hecho, liquidación de sociedad conyugal o 
patrimonial y en las medidas cautelares sobre personas 
o bienes vinculados a tales procesos o a la nulidad de ma- 
trimonio católico, será también competente el juez que 
corresponda al domicilio común anterior, mientras el de- 
mandante lo conserve.

En los procesos de alimentos, pérdida o suspensión de 
la patria potestad, investigación o impugnación de la pa- 
ternidad o maternidad, custodias, cuidado personal y regu- 
lación de visitas, permisos para salir del país, medidas 
cautelares sobre personas o bienes vinculados a tales pro- 
cesos, en los que el niño, niña o adolescente sea deman-
dante o demandado, la competencia corresponde en forma 
privativa al juez del domicilio o residencia de aquel.
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3. En los procesos originados en un negocio jurídico o 
que involucren títulos ejecutivos es también competente 
el juez del lugar de cumplimiento de cualquiera de las 
obligaciones. La estipulación de domicilio contractual 
para efectos judiciales se tendrá por no escrita.

4. En los procesos de nulidad, disolución y liquidación 
de sociedades, y en los que se susciten por controversias 
entre los socios en razón de la sociedad, civil o comercial, 
aun después de su liquidación, es competente el juez del 
domicilio principal de la sociedad.

5. En los procesos contra una persona jurídica es com-
petente el juez de su domicilio principal. Sin embargo, 
cuando se trate de asuntos vinculados a una sucursal o  
agencia serán competentes, a prevención, el juez de aquel 
y el de esta.

6. En los procesos originados en responsabilidad ex-
tracontractual es también competente el juez del lugar en 
donde sucedió el hecho.

7. En los procesos en que se ejerciten derechos reales, 
en los divisorios, de deslinde y amojonamiento, expropia-
ción, servidumbres, posesorios de cualquier naturaleza, 
restitución de tenencia, declaración de pertenencia y de 
bienes vacantes y mostrencos, será competente, de modo 
privativo, el juez del lugar donde estén ubicados los bie-
nes, y si se hallan en distintas circunscripciones territoria-
les, el de cualquiera de ellas a elección del demandante.

8. En los procesos concursales y de insolvencia, será 
competente, de manera privativa, el juez del domicilio 
del deudor.

9. En los procesos en que la nación sea demandante es 
competente el juez que corresponda a la cabecera de dis-
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trito judicial del domicilio del demandado y en los que la 
nación sea demandada, el del domicilio que corresponda 
a la cabecera de distrito judicial del demandante.

Cuando una parte esté conformada por la nación y 
cualquier otro sujeto, prevalecerá el fuero territorial de 
aquella.

10. En los procesos contenciosos en que sea parte una 
entidad territorial, o una entidad descentralizada por ser-
vicios o cualquier otra entidad pública, conocerá en forma 
privativa el juez del domicilio de la respectiva entidad.

Cuando la parte esté conformada por una entidad te- 
rritorial, o una entidad descentralizada por servicios o 
cualquier otra entidad pública y cualquier otro sujeto, 
prevalecerá el fuero territorial de aquellas.

11. En los procesos de propiedad intelectual y de com- 
petencia desleal es también competente el juez del lugar 
donde se haya violado el derecho o realizado el acto, o 
donde este surta sus efectos si se ha realizado en el ex- 
tranjero, o el del lugar donde funciona la empresa, local 
o establecimiento o donde ejerza la actividad el deman-
dado cuando la violación o el acto esté vinculado con 
estos lugares.

12. En los procesos de sucesión será competente el juez 
del último domicilio del causante en el territorio nacional, 
y en caso de que a su muerte hubiere tenido varios, el que 
corresponda al asiento principal de sus negocios.

13. En los procesos de jurisdicción voluntaria la com-
petencia se determinará así:

a) En los de guarda de niños, niñas o adolescentes, in- 
terdicción y guarda de personas con discapacidad mental 
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o de sordomudo, será competente el juez de la residencia 
del incapaz.

b) En los de declaración de ausencia o de muerte por 
desaparecimiento de una persona conocerá el juez del 
último domicilio que el ausente o el desaparecido haya te- 
nido en el territorio nacional.

c) En los demás casos, el juez del domicilio de quien 
los promueva.

14. Para la práctica de pruebas extraprocesales, de re- 
querimientos y diligencias varias, será competente el juez 
del lugar donde deba practicarse la prueba o del domicilio 
de la persona con quien debe cumplirse el acto, según el 
caso.

Art. 29.—Prelación de competencia. Es prevalente la 
competencia establecida en consideración a la calidad 
de las partes.

Las reglas de competencia por razón del territorio se 
subordinan a las establecidas por la materia y por el valor.

Art. 30.—Competencia de la Sala de Casación Civil 
de la Corte Suprema de Justicia. La Corte Suprema de 
Justicia conoce en Sala de Casación Civil:

1. De los recursos de casación.
2. De los recursos de revisión que no estén atribuidos 

a los tribunales superiores.
3. Del recurso de queja cuando se niegue el de casación.
4. Del exequátur de sentencias proferidas en país ex- 

tranjero, sin perjuicio de lo estipulado en los tratados in- 
ternacionales.
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5. Del exequátur de laudos arbitrales proferidos en el 
extranjero, de conformidad con las normas que regulan la 
materia.

6. De los procesos contenciosos en que sea parte un 
Estado extranjero, un agente diplomático acreditado ante 
el gobierno de la República, en los casos previstos por el 
derecho internacional.

7. Del recurso de revisión contra laudos arbitrales que 
no estén atribuidos a la jurisdicción de lo contencioso ad- 
ministrativo.

8. De las peticiones de cambio de radicación de un pro- 
ceso o actuación de carácter civil, comercial, agrario o 
de familia, que implique su remisión de un distrito judi- 
cial a otro.

El cambio de radicación se podrá disponer excepcio- 
nalmente cuando en el lugar en donde se esté adelantan- 
do existan circunstancias que puedan afectar el orden 
público, la imparcialidad o la independencia de la ad-
ministración de justicia, las garantías procesales o la se- 
guridad o integridad de los intervinientes. A la solicitud 
de cambio de radicación se adjuntarán las pruebas que se 
pretenda hacer valer y se resolverá de plano por auto que 
no admite recursos. La solicitud de cambio de radicación 
no suspende el trámite del proceso.

Adicionalmente, podrá ordenarse el cambio de radi- 
cación cuando se adviertan deficiencias de gestión y cele- 
ridad de los procesos, previo concepto de la Sala Admi-
nistrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

Parágrafo.—El pocurador general de la Nación o el 
director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
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Estado también están legitimados para solicitar el cambio 
de radicación previsto en el numeral 8.

Art. 31.—Competencia de las salas civiles de los tri-
bunales superiores. Los tribunales superiores de distrito 
judicial conocen, en sala civil:

1. De la segunda instancia de los procesos que conocen 
en primera los jueces civiles de circuito.

2. De la segunda instancia de los procesos que conocen 
en primera instancia las autoridades administrativas en 
ejercicio de funciones jurisdiccionales, cuando el juez 
desplazado en su competencia sea el juez civil del circuito. 
En estos casos, conocerá el tribunal superior del distrito 
judicial de la sede principal de la autoridad administrativa 
o de la sede regional correspondiente al lugar en donde 
se adoptó la decisión, según fuere el caso [art. 25 parg. 
3º].

3. Del recurso de queja contra los autos que nieguen 
apelaciones de providencias proferidas por las autoridades 
mencionadas en los numerales anteriores.

4. Del recurso de revisión contra las sentencias dictadas 
por los jueces civiles de circuito, civiles municipales y de 
pequeñas causas, y por las autoridades administrativas 
cuando ejerzan funciones jurisdiccionales.

5. Del recurso de anulación contra laudos arbitrales 
que no esté atribuido a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo.

6. De las peticiones de cambio de radicación de un pro- 
ceso o actuación, que implique su remisión al interior de 
un mismo distrito judicial, de conformidad con lo previsto 
en el numeral 8 del artículo 30.
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Parágrafo.—El procurador general de la Nación o el 
director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado también están legitimados para solicitar el cambio 
de radicación previsto en el numeral 6.

Art. 32.—Competencia de las salas de familia de los 
tribunales superiores. Los tribunales superiores de distrito 
judicial conocen, en sala de familia:

1. De la segunda instancia de los procesos que se tra- 
miten en primera instancia ante los jueces de familia y ci- 
viles del circuito en asuntos de familia.

2. Del recurso de queja contra los autos que nieguen 
apelaciones de providencias dictadas por los jueces de fa- 
milia.

3. Del recurso de revisión contra las sentencias dictadas 
en asuntos de familia por los jueces de familia y civiles.

4. Del levantamiento de la reserva de las diligencias 
administrativas o judiciales de adopción.

5. De las peticiones de cambio de radicación de un pro- 
ceso o actuación de familia, que implique su remisión al 
interior de un mismo distrito judicial, de conformidad con 
lo previsto en el numeral 8 del artículo 30.

6. De los demás asuntos de familia que en segunda 
instancia le asigne la ley.

Parágrafo.—El procurador general de la nación o el 
director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado también están legitimados para solicitar el cambio 
de radicación previsto en el numeral 5.

Art. 33.—Competencia funcional de los jueces civiles 
del circuito. Los jueces civiles del circuito conocerán en 
segunda instancia:
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1. De los procesos atribuidos en primera a los jueces 
municipales, incluso los asuntos de familia, cuando en el  
respectivo circuito no haya juez de familia.

2. De los procesos atribuidos en primera a las autori-
dades administrativas en ejercicio de funciones jurisdic-
cionales, cuando el juez desplazado en su competencia 
sea el juez civil municipal. En estos casos, conocerá el 
juez civil del circuito de la sede principal de la autoridad 
administrativa o de la sede regional correspondiente al 
lugar en donde se adoptó la decisión, según fuere el caso.

3. Del recurso de queja contra los autos que nieguen 
apelaciones de providencias proferidas por las autoridades 
mencionadas en los numerales anteriores.

Art. 34.—Competencia funcional de los jueces de familia. 
Corresponde a los jueces de familia conocer en segunda 
instancia de los procesos de sucesión de menor cuantía 
atribuidos en primera al juez municipal, de los demás 
asuntos de familia que tramite en primera instancia el juez 
municipal, así como del recurso de queja de todos ellos.

Capítulo II

MODO DE EJERCER SUS ATRIBUCIONES
LA CORTE Y LOS TRIBUNALES

Art. 35.—Atribuciones de las salas de decisión y del ma- 
gistrado sustanciador. Corresponde a las salas de decisión 
dictar las sentencias y los autos que decidan la apelación 
contra el que rechace el incidente de liquidación de per-
juicios de condena impuesta en abstracto o el que rechace 
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la oposición a la diligencia de entrega o resuelva sobre 
ella. El magistrado sustanciador dictará los demás autos 
que no correspondan a la sala de decisión.

Los autos que resuelvan apelaciones, dictados por la 
sala o por el magistrado sustanciador, no admiten recurso.

A solicitud del magistrado sustanciador, la sala plena 
especializada o única podrá decidir los recursos de ape-
lación interpuestos contra autos o sentencias, cuando se 
trate de asuntos de trascendencia nacional, o se requiera 
unificar la jurisprudencia o establecer un precedente ju- 
dicial.

Art. 36.—Audiencias y diligencias. Las audiencias y dili- 
gencias que realicen los jueces colegiados serán presi-
didas por el ponente, y a ellas deberán concurrir todos 
los magistrados que integran la Sala, so pena de nulidad.

Título II

COMISIÓN

Art. 37.—Reglas generales. La comisión solo podrá con- 
ferirse para la práctica de pruebas en los casos que auto-
riza el artículo 171, para la de otras diligencias que deban 
surtirse fuera de la sede del juez del conocimiento, y para 
secuestro y entrega de bienes en dicha sede, en cuanto 
fuere menester. No podrá comisionarse para la práctica 
de medidas cautelares extraprocesales.

La comisión podrá consistir en la solicitud, por cual-
quier vía expedita, de auxilio a otro servidor público para 
que realice las diligencias necesarias que faciliten la prác- 

Art. 36
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tica de las pruebas por medio de videoconferencia, tele- 
conferencia o cualquier otro medio idóneo de comuni-
cación simultánea.

Cuando se ordene practicar medidas cautelares antes 
de la notificación del auto admisorio de la demanda o 
del mandamiento ejecutivo, a petición y costa de la parte 
actora y sin necesidad de que el juez lo ordene, se anexará 
al despacho comisorio una copia del auto admisorio de 
la demanda o del mandamiento ejecutivo, para efectos 
de que el comisionado realice la notificación personal.

El retiro y entrega de copias de la demanda y sus ane-
xos así como la fecha a partir de la cual debe computarse 
el término de traslado de la demanda, estará sujeto a lo 
previsto en el artículo 91 de este código.

Cuando el despacho judicial comitente y el comisio-
nado tengan habilitado el Plan de Justicia Digital, no 
será necesaria la remisión física de dichos documentos por 
parte del comitente.

Art. 38.—Competencia. La Corte podrá comisionar a las 
demás autoridades judiciales. Los tribunales superiores y 
los jueces podrán comisionar a las autoridades judiciales 
de igual o de inferior categoría.

Podrá comisionarse a las autoridades administrativas 
que ejerzan funciones jurisdiccionales o administrati- 
vas en lo que concierne a esa especialidad.

Cuando no se trate de recepción o práctica de pruebas 
podrá comisionarse a los alcaldes y demás funcionarios 
de policía, sin perjuicio del auxilio que deban prestar, en  
la forma señalada en el artículo anterior [ley 1801 de 2016,  
arts. 205 y 206]. [Aparte subrayado, derogado tácitamen-
te. Ley 1801 de 2016, art. 206, parg. 1º].

Art. 38
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El comisionado deberá tener competencia en el lugar 
de la diligencia que se le delegue, pero cuando esta ver-
se sobre inmuebles ubicados en distintas jurisdicciones 
territoriales podrá comisionarse a cualquiera de las men-
cionadas autoridades de dichos territorios, la que ejercerá 
competencia en ellos para tal efecto.

El comisionado que carezca de competencia territorial 
para la diligencia devolverá inmediatamente el despacho 
al comitente. La nulidad por falta de competencia terri-
torial del comisionado podrá alegarse hasta el momento 
de iniciarse la práctica de la diligencia.

Parágrafo 1º.—[Adicionado. Ley 2030 de 2020, art. 
1º]. Cuando los alcaldes o demás funcionarios de policía 
sean comisionados o subcomisionados para los fines es-
tablecidos en este artículo, deberán ejecutar la comisión 
directamente o podrán subcomisionar a una autoridad que 
tenga jurisdicción y competencia de la respectiva alcal-
día, quienes ejercerán transitoriamente como autoridad 
administrativa de policía. No se podrá comisionar a los 
cuerpos colegiados de policía.

Parágrafo 2º.—[Adicionado. Ley 2030 de 2020, art. 
1º]. Cuando los alcaldes o demás autoridades sean co-
misionados para los fines establecidos en este artículo, 
deberán ejecutar la comisión exactamente en el mismo 
orden en que hayan sido recibidos para tal fin.

Parágrafo 3º.—[Adicionado. Ley 2030 de 2020, art. 
1º]. La subcomisión de diligencias jurisdiccionales o ad-
ministrativas de los alcaldes a los inspectores de policía 
solamente procederá cuando existan previamente o se 
creen las capacidades institucionales suficientes para el 
desarrollo de la nueva carga que la subcomisión implica.

Art. 38
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Art. 39.—Otorgamiento y práctica de la comisión. La 
providencia que confiera una comisión indicará su objeto 
con precisión y claridad. El despacho que se libre llevará 
una reproducción del contenido de aquella, de las piezas 
que haya ordenado el comitente y de las demás que soli-
citen las partes, siempre que suministren las expensas en 
el momento de la solicitud. En ningún caso se remitirá al 
comisionado el expediente original.

Cuando el despacho judicial comitente y el comisio-
nado tengan habilitado el Plan de Justicia Digital, se 
le comunicará al juez comisionado la providencia que 
confiere la comisión sin necesidad de librar despacho 
comisorio y se le dará acceso a la totalidad del expediente.

Cuando la comisión tenga por objeto la práctica de 
pruebas el comitente señalará el término para su realiza-
ción, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 121. 
En los demás casos, el comisionado fijará para tal efecto 
el día más próximo posible y la hora para su iniciación, 
en auto que se notificará por estado.

Concluida la comisión se devolverá el despacho al co- 
mitente, sin que sea permitido al comisionado realizar 
ninguna actuación posterior.

El comisionado que incumpla el término señalado por 
el comitente o retarde injustificadamente el cumplimiento 
de la comisión será sancionado con multa de cinco (5) 
a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(smlmv) que le será impuesta por el comitente.

Art. 40.—Poderes del comisionado. El comisionado 
tendrá las mismas facultades del comitente en relación 
con la diligencia que se le delegue, inclusive las de re- 
solver reposiciones y conceder apelaciones contra las pro- 
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videncias que dicte, susceptibles de esos recursos. Sobre 
la concesión de las apelaciones que se interpongan se 
resolverá al final de la diligencia.

Toda actuación del comisionado que exceda los lími- 
tes de sus facultades es nula. La nulidad podrá alegarse 
a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes al de 
la notificación del auto que ordene agregar el despacho 
diligenciado al expediente. La petición de nulidad se re-
solverá de plano por el comitente, y el auto que la decida 
solo será susceptible de reposición.
Art. 41.—Comisión en el exterior. Cuando la diligencia 
haya de practicarse en territorio extranjero, el juez, según 
la naturaleza de la actuación y la urgencia de la misma, 
y con arreglo a los tratados y convenios internacionales 
de cooperación judicial, podrá:

1. Enviar carta rogatoria, por conducto del Ministerio 
de Relaciones Exteriores, a una de las autoridades judi-
ciales del país donde ha de practicarse la diligencia, a fin 
de que la practique y devuelva por conducto del agente 
diplomático o consular de Colombia o el de un país amigo.

2. Comisionar directamente al cónsul o agente diplo-
mático de Colombia en el país respectivo para que prac- 
tique la diligencia de conformidad con las leyes nacio-
nales y la devuelva directamente. Los cónsules y agentes 
diplomáticos de Colombia en el exterior quedan facul-
tados para practicar todas las diligencias judiciales para 
las cuales sean comisionados.

Para los procesos concursales y de insolvencia se apli- 
carán los mecanismos de coordinación, comunicación y 
cooperación previstos en el régimen de insolvencia trans- 
fronteriza.
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Título III

DEBERES Y PODERES DE LOS JUECES

Art. 42.—Deberes del juez. Son deberes del juez:
1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, pre- 

sidir las audiencias, adoptar las medidas conducentes para 
impedir la paralización y dilación del proceso y procurar 
la mayor economía procesal.

2. Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proce- 
so, usando los poderes que este código le otorga [Const. 
Pol., art. 13].

3. Prevenir, remediar, sancionar o denunciar por los 
medios que este código consagra, los actos contrarios a la 
dignidad de la justicia, lealtad, probidad y buena fe que 
deben observarse en el proceso, lo mismo que toda ten-
tativa de fraude procesal.

4. Emplear los poderes que este código le concede en 
materia de pruebas de oficio para verificar los hechos ale- 
gados por las partes.

5. Adoptar las medidas autorizadas en este código para 
sanear los vicios de procedimiento o precaverlos, inte-
grar el litisconsorcio necesario e interpretar la demanda 
de manera que permita decidir el fondo del asunto. Esta 
interpretación debe respetar el derecho de contradicción 
y el principio de congruencia.

6. Decidir aunque no haya ley exactamente aplicable 
al caso controvertido, o aquella sea oscura o incompleta, 
para lo cual aplicará las leyes que regulen situaciones o 
materias semejantes, y en su defecto la doctrina consti-
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tucional, la jurisprudencia, la costumbre y los principios 
generales del derecho sustancial y procesal.

7. Motivar la sentencia y las demás providencias, salvo 
los autos de mero trámite.

La sustentación de las providencias deberá también 
tener en cuenta lo previsto en el artículo 7º sobre doctrina 
probable.

8. Dictar las providencias dentro de los términos le-
gales, fijar las audiencias y diligencias en la oportunidad 
legal y asistir a ellas.

9. Guardar reserva sobre las decisiones que deban dic- 
tarse en los procesos. El mismo deber rige para los em-
pleados judiciales.

10. Presidir el reparto de los asuntos cuando corres-
ponda.

11. Verificar con el secretario las cuestiones relativas 
al proceso y abstenerse de solicitarle por auto informe 
sobre hechos que consten en el expediente.

12. Realizar el control de legalidad de la actuación 
procesal una vez agotada cada etapa del proceso.

13. Usar la toga en las audiencias.
14. Usar el Plan de Justicia Digital cuando se encuentre 

implementado en su despacho judicial.
15. Los demás que se consagren en la ley.

Art. 43.—Poderes de ordenación e instrucción. El juez 
tendrá los siguientes poderes de ordenación e instrucción:

1. Resolver los procesos en equidad si versan sobre de- 
rechos disponibles, las partes lo solicitan y son capaces, 
o la ley lo autoriza.
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2. Rechazar cualquier solicitud que sea notoriamente 
improcedente o que implique una dilación manifiesta.

3. Ordenar a las partes aclaraciones y explicaciones en 
torno a las posiciones y peticiones que presenten.

4. Exigir a las autoridades o a los particulares la in-
formación que, no obstante haber sido solicitada por el 
interesado, no le haya sido suministrada, siempre que sea 
relevante para los fines del proceso. El juez también hará 
uso de este poder para identificar y ubicar los bienes del 
ejecutado.

5. Ratificar, por el medio más expedito posible, la au- 
tenticidad y veracidad de las excusas que presenten las 
partes o sus apoderados o terceros para justificar su ina-
sistencia a audiencias o diligencias. En caso de encontrar 
inconsistencias o irregularidades, además de rechazar la 
excusa y aplicar las consecuencias legales que correspon-
dan dentro del proceso o actuación, el juez compulsará 
copias para las investigaciones penales o disciplinarias a  
que haya lugar.

6. Los demás que se consagren en la ley.
Art. 44.—Poderes correccionales del juez. Sin perjuicio 
de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá 
los siguientes poderes correccionales:

1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco 
(5) días a quienes le falten al debido respeto en el ejercicio 
de sus funciones o por razón de ellas.

2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince 
(15) días a quien impida u obstaculice la realización de 
cualquier audiencia o diligencia.

3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mí- 
nimos legales mensuales vigentes (smlmv) a sus emplea-
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dos, a los demás empleados públicos y a los particulares 
que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta 
en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.

4. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mí- 
nimos legales mensuales vigentes (smlmv) a los em-
pleadores o representantes legales que impidan la com-
parecencia al despacho judicial de sus trabajadores o 
representados para rendir declaración o atender cualquier 
otra citación que les haga.

5. Expulsar de las audiencias y diligencias a quienes 
perturben su curso.

6. Ordenar que se devuelvan los escritos irrespetuosos 
contra los funcionarios, las partes o terceros.

7. Los demás que se consagren en la ley.
Parágrafo.—Para la imposición de las sanciones pre- 

vistas en los cinco primeros numerales, el juez seguirá el 
procedimiento previsto en el artículo 59 de la Ley Esta-
tutaria de la Administración de Justicia. El juez aplica- 
rá la respectiva sanción, teniendo en cuenta la gravedad 
de la falta.

Cuando el infractor no se encuentre presente, la sanción 
se impondrá por medio de incidente que se tramitará en 
forma independiente de la actuación principal del proceso.

Contra las sanciones correccionales solo procede el re- 
curso de reposición, que se resolverá de plano.

Título IV

MINISTERIO PÚBLICO

Art. 45.—Ministerio público. Las funciones del minis-
terio público se ejercen:

Art. 45
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1. Ante la Corte Suprema de Justicia y los tribunales su- 
periores de distrito judicial, por el respectivo procurador 
delegado.

2. Ante los jueces del circuito, municipales y de familia, 
por los procuradores delegados. También podrán hacerlo 
a través de [sic] los personeros municipales del respectivo 
municipio, como delegados suyos y bajo su dirección.

3. Ante las autoridades administrativas que ejerzan fun- 
ciones jurisdiccionales, a través de quien fuere competen-
te en caso de haberse tramitado el proceso ante un juez 
o tribunal.

4. Ante los tribunales de arbitraje, de acuerdo con las 
reglas especiales que rigen la materia. A falta de norma 
expresa, a través de quien fuere competente en caso de 
haberse tramitado el proceso ante un juez o tribunal.

Los agentes del ministerio público deben declararse 
impedidos cuando ellos, su cónyuge o compañero perma-
nente, o parientes dentro del cuarto grado de consangui-
nidad o civil, o segundo de afinidad, tengan interés en el 
proceso. Al declararse impedidos expresarán los hechos 
en que se fundan. Los impedimentos y las recusaciones 
deben ser resueltos por el superior del funcionario que 
actúe como agente del ministerio público y si las declara 
fundadas designará a quien deba reemplazarlo.

Parágrafo.—La función asignada a los procuradores 
delegados podrán cumplirla los procuradores judiciales 
que actúen bajo su delegación y dirección.

Art. 46.—Funciones del ministerio público. Sin perjuicio 
de lo dispuesto en leyes especiales, el ministerio público 
ejercerá las siguientes funciones:
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